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HÁBEAS DATA: 1/2014
ÓRGANO JURISDICCIONAL REQUERIDO: JUZGADO SEXTO DE DISTRITO DE AMPARO EN MATERIA PENAL EN EL DISTRITO FEDERAL
SOLICITANTE: JOSÉ RAMÓN BAUTISTA PÉREZ SALAZAR
México, Distrito Federal. Acuerdo del Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales del Consejo de la Judicatura Federal, correspondiente a la sesión ordinaria 6/2014, celebrada el diez de abril dos mil catorce.

A N T E C E D E N T E S:

I. Mediante escrito presentado el cinco de enero de dos mil catorce, José Ramón Bautista Pérez Salazar solicitó la supresión o cancelación de sus datos personales en los juicios de amparo 381/2011, 322/2010 y 105/2011, del índice del Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal y manifestó lo siguiente:
“[…]

La supresión o cancelación de mis datos personales, como lo es mi nombre completo, así como los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio y/o jurisdiccionales en los que el suscrito aparezca como algunas de las partes, ya que esto ha causado perjuicio en mi derecho humano a la vida privada y a la protección de los datos personales, previsto en el artículo 16, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 11 de la Convención Americana sobre Derechos humanos, poniendo a su consideración los siguientes puntos a efecto de que se conceda mi petición:
1.- En fechas recientes personas con las que convivo diariamente y que son parte del ambiente en el cual me desenvuelvo, al consultar mi nombre en internet, el mismo apareció en la página denominada data jurídica con dominio http://mx.datajuridica.com/, el cual enuncia los procedimientos judiciales en los que el suscrito se encuentra involucrado, sin embargo, la página de internet en comento para dar acceso a esas consultas cobra ciertos montos por consultar dada (sic) caso en concreto, aunado a que tiene en su página de internet la siguiente leyenda: ‘El que aparezca en los resultados no quiere decir que sea culpable o inocente, sino que hay uno o varios procesos judiciales, en los cuales se encuentra mencionado como una de las partes’…(sic)

Ahora bien la mencionada página de internet maneja dentro de sus términos de uso lo que a continuación se transcribe:

‘Importante DataJuridica México le informa las demandas, Amparos, antecedentes y procesos judiciales de las personas Naturales y Jurídicas que se adelantan en todos los Estados de la República de México en todas las áreas del derecho cruzando bases de datos públicas y oficiales de diferentes organismos y entidades suministrando al interesado la información competa y consolidada. Los datos suministrados en este sitio son información pública de libre consulta y se pueden consultar también directamente en cada una de las correspondientes páginas web de los diferentes Organismos y Entidades. Los resultados de las búsquedas suministradas por DataJurídica.com son traídos directamente de las diferentes bases de datos públicas por lo cual aparecerán en nuestros resultados hasta que la información sea retirada de la base de datos pública del organismo o Entidad correspondiente. Datajuridica NO elabora bases de datos ni configura listas ni realiza ninguna clase de modificación o comentarios a la información suministrada. Datajuridica es un buscador especializado en información judicial que muestra los resultados idénticos a como los encuentra publicados en los organismos y entidades que tienen la información. No todos los registros de procesos informan disposiciones de culpabilidad o inocencia. Algunos procesos se encuentran en trámite. Las personas Naturales o jurídicas que aparecen en los resultados de Datajuridica.com hacen parte de un proceso judicial ya sea como demandante o demandado. Ver Marco Jurídico ver Términos de uso’…(sic)
Derivado de la transcripción anterior, se puede observar que dicha empresa se respalda en el hecho de que esos datos se encuentren en las bases de datos públicas y oficiales de los diferentes organismos y entidades y, hasta que las mismas no sean removidas, ellos tampoco podrán omitir estos datos.

Es por esta razón que solicito a esta unidad de enlace la confidencialidad en forma de supresión o cancelación de mis datos personales tanto en nivel básico como lo es mi nombre, como el nivel medio como lo son el tipo de procesos judiciales en los cuales el suscrito ha sido parte, ya que tanto la familiares como el suscrito mismo hemos sido víctimas de discriminación por estos datos publicados puesto que los mismos crean incertidumbre a las personas que conviven a diario con el suscrito y que desconocen el fondo de los procesos judiciales en el cual he actuado como parte.
2.- Lo anterior ha causado perjuicio hacia mi persona, al sufrir calificaciones sospechosas, agraviando así, reitero, mi derecho a la intimidad, ya que aunque la libertad de expresión es inherente a los derechos del hombre, esta tiene límites cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas, es decir, la opinión no debe atacar la moral (no debe tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona), esta libertad no debe dañar los derechos de terceros, por lo que al hacer públicos datos como lo son mi nombre y el tipo de procesos judiciales en los que el suscrito ha sido parte, NO se están salvaguardando mis derechos como lo son a la intimidad, al honor y a la identidad, los cuales son esenciales para un desarrollo pleno en la vida de los individuos.

Por lo que eta página de internet al suministrar datos que son adquiridos de las bases de datos de todo tipo que este organismo mantiene como públicos, provoca una violación tácita de seguridad jurídica hacia mi persona al mencionar el nombre del suscrito y aún más al permitir que la sociedad deduzca si existe o no inocencia o culpabilidad en los procesos que en ella se mencionan.

Tan es así lo expuesto en este punto, que al contratar el servicio, la página en comento (data jurídica) al momento de enviar la clave de acceso por el servicio contratado y hacer una descripción de los beneficios de contratarlo mencionan lo siguiente: ‘Permite analizar que tipos de procesos tiene una persona, para informarse acerca de posibles socios negocios, empleados, etc. Permitiéndole al ciudadano conocer si alguien tiene procesos por hurto, violación, rebelión, estafa, etc.’…(sic). Lo cual resulta malicioso y da a lugar a que se realicen meras sugestiones sobre mi persona.

[…]”
II. Mediante oficios UETAI/159/2014-OPDP-CDP-1 y UETAI/443/2014-OPDP-CDP-1, de siete y diecisiete de enero de dos mil catorce, respectivamente, la Unidad de Enlace solicitó al Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal la cancelación u oposición a la publicación de los datos personales del peticionario, respecto de los juicios de amparo 381/2011, 322/2010 y 105/2011.
III. A través de los diversos 3-II, 4-II y 5-II, de veintisiete de enero siguiente, el titular del órgano jurisdiccional requerido, manifestó lo siguiente:
“…se rinde informe en el sentido de que es improcedente la supresión de datos personales consistente en el nombre del gobernando.
La anterior determinación tiene como fundamento el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (norma superior) que dispone:

(se transcribe artículo)
Porque debe atenderse a la práctica internacional de transparencia y estimar lo contrario sería facilitar el ocultamiento de información, lo que es contrario al estado de derecho, es decir, sería inconvencional la supresión del nombre como dato personal. 

Tal circunstancia se acredita con la publicación de los asuntos tramitados ante la Corte Interamericana, por tanto, adoptar una postura diferente sería considerar que el citador tribunal internacional se equivoca en relación al dato de identificación personal, cuando es la Corte la Institución que detenta el monopolio hermenéutico terminal.
Es de indicarse que la aparición del nombre en sentido estricto es una protección al propio promoverte que impide que otras personas puedan hacer un mal uso.

Y así, suprimir el nombre contravendría la política judicial porque no quedaría vestigio de su uso, y de tal manera quedaría impune el robo de identidad.

Con independencia de lo anterior y conforme a la máxima experiencia del juzgador, denominada justipreciación, la cual se da a través de un acto deliberativo, por tratarse del sujeto que es primero en atender el asunto, y por ello es quien tiene el conocimiento necesario por ser quien valora las circunstancias específicas y ser quien puede adoptar una postura de forma individual, es por lo que se puede concluir que no se advierte posible afectación al gobernado, al no existir prueba de lo asentado en su escrito. 
Es decir, no puede dejarse a la subjetividad del gobernado  la supresión de sus datos, ante el argumento de que la publicación de su nombre, en lo que concierne a las listas de este juzgado, le ha causado perjuicio, porque no acompañó prueba que así lo acredite, por lo que es posible concluir que no hay daño y menos que pueda considerarse como irreversible.
Máxime, que debe ponderarse que la sociedad está interesada, en que ese observe el debido proceso, no solo como un derecho que ejercen los individuos, sino como pilar estructural de la justicia a favor de la sociedad, y así erigirse como derecho fundamental del Estado.

Un diverso aspecto al que se debe entender es el artículo 22 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que dispone:

(se transcribe artículo)

En relación con la Ley de Amparo (abrogada y vigente), respecto a los requisitos a cumplir en notificaciones, por establecerse expresamente que debe asentarse el nombre de quien promueve.

(se transcriben artículos)

Ya que por cuestiones de seguridad jurídica debe asentarse el nombre de quien promueve, para el caso de que si existiese un tercero perjudicado o tercero interesado (conforme a la Ley de Amparo que deba observarse), pueda ocurrir o comparecer a defender sus derechos en el juicio correspondiente.

Pues delo contrario, se propiciaría una práctica que afectaría el equilibrio procesal de las partes, en su caso, que haría nugatorio al acceso a la justicia a una de ellas.

[…]”
IV. En atención a la respuesta otorgada por el sujeto obligado, notificada a través del oficio UETAI/1296/2014-OPDP-CDP-1/2014, de diecisiete de febrero de la presente anualidad, José Ramón Bautista Pérez Salazar, por escrito de veintiséis siguiente, interpuso el procedimiento de Habeas Data para que el Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, se pronunciara sobre la cancelación u oposición a la publicación de sus datos personales y, en lo que interesa, argumentó lo siguiente:
“[…]

Que por medio del presente ocurso, vengo a interponer el procedimiento de hábeas data ante el Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales del Consejo de la Judicatura Federal por conducto de esta Unidad de Enlace, en contra de la respuesta emitida a mi solicitud de oposición a la publicación y cancelación de datos personales número 1/2014 (OPDP-CP-1) hecha por el Juzgado Sexto de Distrito de Amaro en Materia Penal en el Distrito Federal contenida en el oficio UETAI/1296/2014-OPDP-CDP-1/2014 de fecha 17 de Febrero notificado el 19 de Febrero del año en curso.

[…]

V.- ARGUMENTOS QUE CONTROVIERTEN LAS CONSIDERACIONES DE LA DETERMINACIÓN DEL JUZGADO SEXTO DE DISTRITO DE AMPARO EN MATERIA PENAL EN EL DISTRITO FEDERAL.
PRIMERO.- Este Comité deberá desestimar expuesto (sic) por el Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal ya que por lo que hace al primer punto expuesto por el órgano jurisdiccional, en donde manifiesta respecto de el (sic) por qué niega la supresión de mis datos personales, al evocar el artículo 8.5 de la Convención Americana sobre Derechos humanos alegando la publicidad en los procesos penales, el Juzgado hace una mal interpretación de dicho artículo, ya que si bien es cierto el mismo considera el principio de publicidad en materia penal, la misma Corte Interamericana ha resuelto que interpretado que dicho artículo se refiere a las garantías judiciales con las que cuenta todo procesado a la publicidad de su procesos en lo que respecta a la intervención de jueces sin rostro, lo cual determina imposibilidad de ejercer adecuada defensa ante un tribunal imparcial.
En consecuencia a lo anterior y a efecto de darle sustento legal y correcto, pongo a su consideración el criterio establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú, Sentencia de 25 de noviembre de 2004, en donde la Corte vuelve a establecer su interpretación del artículo 8.5 de la Convención Americana sobre derechos humanos al destacar lo siguiente en su sentencia:

(se transcribe)

A efecto de robustecer el argumento invocado pongo de igual forma a su consideración el Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú Sentencia de 25 de noviembre de 2005 en donde la Corte Interamericana establece su criterio sobre la aplicación del artículo en comento:

(se transcribe)

[…]
TERCERO.- Este Comité deberá desestimar el argumento que realiza juzgado (sic) con simples falacias, al mencionar en su contestación que de otorgar la supresión del nombre del que suscribe, pueden hacer mal uso del mismo e incluso que el suscrito puede ser objeto de un robo de identidad, y que incluso vincula mi ejercicio de derechos ARCO con la observancia del debido proceso, lo cual es un argumento sin sustento y por demás absurdo, ya que si bien es cierto que solicito la supresión de mis datos a efecto de que el mismo pueda ser accesible a “cualquier persona” que no tenga o hubiese tenido interés en los juicios en los cuales fungí como parte, también es cierto que en el momento en el que, el que suscribe o alguna parte interesada “en juicio” tenga el ánimo de consultar la información constatada en autos pueda hacerlo. 
No debe perderse de vista la razón por la cual el que suscribe solicita la supresión de mi nombre en sus bases de datos públicas, la cual consiste en que una empresa privada está lucrando con las mismas, aunado a que al mencionar que el hecho de que aparezca en los resultados no quiere decir que sea culpable o inocente, sino que hay uno o varios procesos judiciales, en los cuales me encuentra mencionado como una de las partes, dejando mi honor y dignidad a la merced y morbosidad de las personas.

Por lo que la supresión de mi nombre en las bases de datos públicas NO vulnera el debido proceso, ya que no está ocultando el procedimiento de impartición de justicia, ni el cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento ya que por el contrario cualquier persona que acredite el derecho para consultar el procesos en autos, puede hacerlo y ver el mismo el nombre de las partes, el tipo de juicio, la autoridad que resolvió, etc., y que son datos parte del principio de publicidad y de debido proceso, sin embargo y como en todo procedimiento judicial esto es mediante la acreditación del interés para poder consultarlo, de lo contrario ¿Qué efecto tiene lo estipulado en el artículo 27 de la Ley de Amparo en su párrafo II, en donde estipula que tanto el agraviado como el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre?, de ser correcta la interpretación vertida por el Juzgado, cualquier persona ajena al juicio podría consultar los autos, SIN acreditar el derecho a hacerlo.
[…]”
V. Atento a lo anterior, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 121 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de transparencia, acceso a la información pública, protección de datos personales y archivos, el veintiocho de febrero de dos mil catorce, la Unidad de Enlace remitió el expediente al Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, recibido el tres de marzo siguiente, para su conocimiento y resolución.

V. Mediante auto de cuatro del mismo mes y año, se ordenó formar el expediente relativo al procedimiento de habeas data, que quedó registrado con el número 1/2014, asimismo requerir al Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal para que manifieste el tratamiento dado a lo datos cuya cancelación se pide, así como las razones por las cuales negó la solicitud de oposición a la publicación o cancelación de datos realizada por Juan Ramón Bautista Pérez Salazar.

VI. A través de oficios 9724/2014-II, 9780/2014-II y 9779/2014-II, todos de treinta y uno de marzo de dos mil catorce, el órgano jurisdiccional requerido manifestó lo siguiente:

“[…]

Establecido lo anterior debe indicarse que la transparencia debe tener como objeto que los nombres de los sujetos que integran la relación jurídica procesal se conozcan, pues de lo contrario los nombres difuminados evitan la transparencia, y, por ende, no favorece la lucha anticorrupción, está formalización se encuentra prevista en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuando establece que el proceso penal es público.
Con independencia de lo anterior, ha de atenderse al artículo 8 del Reglamento que se citó con antelación, en la parte que referente a que se suprimirán los datos personales de las partes, salvo su nombre.
Lo expuesto hace necesario solicitar que se retome lo expuesto en el proveído de veintisiete de enero del año en curso, el juicio en el que se actúa, en el sentido de que la aparición del nombre en sentido estricto es una protección al propio promoverte que impide que otras personas puedan hacer un mal uso. 

Es decir, suprimir el nombre contravendría tanto la política judicial como los artículos 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como su homólogo del Reglamento anteriormente citado, pues no quedaría vestigio de su uso, y de tal manera quedaría impune el robo de identidad procesal.

Con independencia de lo anterior, es de indicar que la eliminación del nombre de la persona dificultaría la vigilancia y control, no solamente del sujeto, sino sobre todo del órgano jurisdiccional, pues impide advertir la consistencia de las resoluciones y así se deja de tener un control respecto de sus resoluciones.

En una diversa línea de pensamiento pero en relación al tema de transparencia es que no puede transferirse al órgano jurisdiccional una carga procesal inequitativa, pues se me pide que justifique hechos negativos.

Y esto es con motivo de que se estima inconsistente la petición de un gobernado respecto de la supresión de sus datos, ante el argumento de que la publicación de su nombre, en lo que concierne a las listas de este juzgado, le ha causado perjuicio, porque es de indicarse que no hay prueba que lo acredite, por lo que es posible concluir que no hay daño y menos que pueda considerarse como irreversible, es decir, se trata de una apreciación que no solo carece de sustento, sino que va contra la experiencia jurisdiccional.

Para ello hay que mencionar que la regla general es que todo sea público, aspecto que puede desvanecerse a partir de la naturaleza del caso, es decir, la supresión del nombre es posible cuando existan pruebas que demuestren un daño.

[…]”
VII. Por auto de uno de abril siguiente, se ordenó formular el correspondiente proyecto de resolución para los efectos del artículo 107, fracción III, del mencionado Acuerdo General.

C O N S I D E R A N D O:

I. El Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales es competente para conocer y resolver el procedimiento de habeas data, de conformidad con los artículos 105, fracción IV y 121 del Acuerdo General citado.

II. Se revoca la determinación del Juzgado Sexto de Distrito en Materia de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal. 
En primer término es menester aclarar que del escrito de solicitud de procedimiento de hábeas data, se advierte que lo que requirió el peticionario es la cancelación de sus datos personales en bases de datos públicas, no así de los propios expedientes como lo hace ver el juzgador, pues el mismo solicitante mencionó que éstos son necesarios para el debido proceso y las partes, previa acreditación, tienen acceso a ellos para su debida defensa. 
Por otra parte, cabe puntualizar que conforme al artículo 6, apartado A, fracción II
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituye una obligación a cargo de la autoridad el proteger los datos personales, y a diferencia del acceso a la información, en el que efectivamente conforme al principio de máxima publicidad de la información, el punto de partida es que toda la información en posesión del gobierno es pública salvo que con su difusión se pueda causar un daño; en el caso del tratamiento a los datos personales, ocurre lo contrario, pues siempre deberán protegerse a menos que se demuestre que su difusión es de interés público. 
Ahora bien, procede la cancelación de los datos personales que aparecen en las listas de notificación que se publican en los estrados del Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, respecto de los amparos 381/2011, 322/2010 y 105/2011. 

El tratamiento de la información recabada se realiza en cumplimiento de las atribuciones con las que cuenta dicho órgano judicial, y la ley adjetiva que regula el procedimiento del juicio de amparo establece como requisito la identificación de las partes que intervienen en el asunto.
En efecto, si bien el artículo 16
 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, regula el derecho que tiene todo individuo a acceder, rectificar, cancelar y manifestar la oposición para que se publiquen o se difundan sus datos personales, también dispone que la ley puede establecer los supuestos de excepción a los principios que rigen el tratamiento de los datos, ya sea por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud pública o para proteger los derechos de terceros, de ahí que no sea un derecho absoluto y esté sujeto a limitaciones expresas; tal y como se prevé en el artículo 22, fracción IV
, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, relacionado con el diverso 34
 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de transparencia, acceso a la información púbica, protección de datos personales y archivos, en el que se prevé como excepción al derecho que tienen las personas de manifestarse sobre la publicación de sus datos, el que sean recabados para el ejercicio de las funciones encomendadas a las unidades administrativas y los órganos jurisdiccionales, supuesto en que no es necesario contar con el consentimiento inequívoco de su titular.

Es así que, ante el derecho que tienen los particulares para solicitar la cancelación de sus datos personales en los registros de las instituciones gubernamentales, como son las listas de notificación por estrados, se debe considerar si la difusión o publicación de éstos se realiza en cumplimiento de las disposiciones normativas aplicables al procedimiento del juicio de amparo y, además, si se lleva a cabo en ejercicio de las funciones que han sido conferidas a la autoridad judicial, respecto a la substanciación y resolución de dichos asuntos.
Al respecto, los artículos 28, fracción III y 29, fracción III
, de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente en la temporalidad en que se tramitaron los asuntos de los cuales se pidió la cancelación de datos, disponían que los juicios de amparo promovidos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los tribunales Colegiados de Circuito, en tratándose de agraviados que no se encontraren privados de su libertad, terceros perjudicados, apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír y recibir notificaciones y el Ministerio Público, las notificaciones se realizarían mediante una lista que se publicaría en un lugar visible y de fácil acceso en el juzgado o tribunal que se trate, la que debería contener el número del juicio o del incidente de suspensión correspondiente; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables, así como una síntesis de la resolución motivo de la notificación.
De lo anterior se observa que el tratamiento de los datos personales en las listas de notificación por estrados, tiene como finalidad facilitar el seguimiento del juicio y evitar que se deje en estado de indefensión a las partes que intervienen en el mismo, pues la ley procesal constriñe a los órganos jurisdiccionales a publicarlas con las características y datos ya mencionados; de ahí que su difusión no requiera del consentimiento expreso de las partes que actúan en los juicios de amparo o en los recursos de revisión promovidos en contra de éstos, ya que dicha publicación se realiza en el desempeño de las funciones encomendadas a los juzgadores y en cumplimiento a lo dispuesto en los preceptos invocados de la ley que regula al juicio de amparo, amén de que son el medio por el cual se hace del conocimiento a los justiciables las resoluciones, sentencias y demás actuaciones judiciales que han sido emitidas en los juicios que resultan de su interés.

No obstante lo anterior, en el caso ya quedó plenamente satisfecho el objeto de la notificación, esto es, el acto de comunicación del juzgado a efecto de hacer saber a una parte interesada en un proceso, una resolución judicial o cualquier otro acto o consideración dentro del procedimiento, pues como lo menciona el propio órgano jurisdiccional, los asuntos se encuentran concluidos. Por lo anterior, resulta inconcuso que ya no es necesario que se encuentren publicados los datos personales de las partes, pues la publicación de la lista ha cumplido con su función y por tanto, el titular de los datos personales publicados tiene derecho al olvido, es decir, a borrar, bloquear o suprimir información personal que se considera obsoleta por el transcurso del tiempo y que de alguna manera pueda afectar su vida privada. 

Por otra parte, resulta de igual forma procedente la cancelación solicitada, respecto a las listas de notificación que se encuentran publicadas en medios electrónicos, toda vez que la Ley de Amparo no imponía la obligación de publicar por medios electrónicos las listas de notificación. 
A mayor abundamiento, acorde a lo dispuesto en el artículo 9
 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en las resoluciones que se difundan por medios electrónicos y las listas de notificación que se publiquen por esa misma vía, deberían suprimirse los datos personales, siempre y cuando las partes hagan valer el derecho que les asiste para oponerse a dicha difusión.
A diferencia de las listas que se publican en los estrados de los órganos jurisdiccionales, las que son electrónicas pueden ser consultadas de manera constante por medios remotos y por cualquier persona, de ahí que sean susceptibles de reproducirse o intercambiarse en múltiples ocasiones sin el debido control en la transferencia de los datos que contienen, generando una desprotección al ámbito privado de los particulares y, en su caso, causando un perjuicio a su vida íntima, ya que la información en soporte electrónico tiene mayor riesgo de ser manipulada y utilizada con finalidades diversas para la que fue generada, por lo que se explica la necesidad de requerir el consentimiento expreso de los particulares para su difusión, comercialización y distribución, situación que en el caso no se actualiza al haber manifestado expresamente el solicitante su oposición; de ahí que es procedente suprimir su nombre de las listas de notificación que el Consejo de la Judicatura Federal difunde en medios electrónicos, ya sea en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes o cualquier otro que conste en dicha modalidad y sea susceptible de difusión pública.
No pasa inadvertido para este Comité los argumentos expresados por el juzgado requerido, para negar la cancelación de datos personales del solicitante, en el sentido de que tanto el Consejo de la Judicatura Federal, como los órganos jurisdiccionales son garantes de la lucha anticorrupción y en ese sentido, la transparencia es una medida para ese fin; por lo cual con base en los artículos 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 8 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, estima que los nombres de los sujetos que integran la relación jurídica procesal en un asunto se deben conocer, porque de lo contrario se evita la transparencia, en contravención a los dispositivos legales indicados. Además de que eliminar el nombre de una de las partes dificultaría el control del asunto, inclusive que la aparición del nombre de las partes en los expedientes, es una protección que evita su mal uso. Máxime que en el caso no está demostrado que la publicación del nombre del solicitante en las listas de acuerdos de ese órgano jurisdiccional, le haya causado algún perjuicio. Incluso porque el caso que motivó el expediente del que se pide la cancelación del dato personal, fue sobreseído y en ese sentido, ninguna afectación podría causarle a su honra, reputación o cualquier otra circunstancia análoga. 
En efecto, como ya se dijo, el solicitante no pretende la cancelación total de su dato personal en las actuaciones que legalmente corresponda conforme a la ley del procedimiento respectivo, llevar a cabo al órgano jurisdiccional; sino solamente que se cancele el registro, en las comunicaciones difundidas a través de medios electrónicos, en virtud de la alta probabilidad de su empleo incorrecto, como sucede en el caso que sustenta su petición.

De ahí que se itera, sea procedente la petición de cancelación de datos en ambos medios de comunicación.  

Por lo anterior, requiérase al órgano jurisdiccional para que en el término de cinco días hábiles, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la presente resolución, proceda a cancelar los datos personales del solicitante contenidos en las listas de notificación de estrados y electrónica en las que se haga referencia a los juicios radicados en ese órgano jurisdiccional, y en los cuales aparezca como parte reconocida, de conformidad con lo establecido en los numerales 54 a 66 del citado Acuerdo General, lo anterior para efecto de que se proceda conforme a lo dispuesto en el artículo 125 de dicho instrumento.

Hecho lo cual, deberá informarlo a este Comité, por conducto de la Unidad de Enlace. 

Finalmente, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 111, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de transparencia, acceso a la información pública, protección de datos personales y archivos, se hace del conocimiento del peticionario que la presente resolución puede ser recurrida en términos de los artículos 37 y 38 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.
Por lo expuesto, con fundamento en los artículos 30 del Reglamento mencionado y 124 del Acuerdo General invocado, se 

R E S U E L V E:

ÚNICO. Se REVOCA la determinación del Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, y se procede a cancelar los datos personales, en términos y para los efectos señalados en el considerando segundo.
Notifíquese al solicitante y al órgano jurisdiccional requerido; y en su oportunidad, archívese como asunto concluido.
Así, por unanimidad de votos, lo resolvió y firma el Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales del Consejo de la Judicatura Federal, integrado por el presidente licenciado Luis Manuel Fiesco Díaz, coordinador para la Transparencia, Acceso a la Información y Archivos del Consejo de la Judicatura Federal; magistrado Edwin Noé García Baeza, Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Adscripción y Creación de Nuevos Órganos y el licenciado Miguel Francisco González Canudas, Director General de Asuntos Jurídicos, ante la Secretaria Técnica del Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, licenciada Silvia Gabriela Reyes Mancera, que da fe.
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Esta hoja corresponde a la resolución del Procedimiento de Hábeas Data 1/2014, del Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, emitida en la sesión ordinaria 6/2014 de diez de abril de dos mil catorce, en la que se determinó revocar la determinación del órgano jurisdiccional y procede cancelar los datos personales. Conste.

SGRM/vsk
� “[…]


II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.”


� “Artículo 16. […]


Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.


[…]”


� “Artículo 22. No se requerirá el consentimiento de los individuos para proporcionar los datos personales en los siguientes casos:


[…]


IV. Cuando exista una orden judicial.”


� “Artículo 34. Todo tratamiento de datos personales deberá contar con el consentimiento inequívoco de su titular, excepto cuando los datos de carácter personal se recaben para el ejercicio de las funciones propias de las Unidades Administrativas y los Órganos Jurisdiccionales; cuando se refieran a un contrato o precontrato de una relación comercial, laboral o administrativa en el que el Consejo sea parte y sean necesarios para su mantenimiento o cumplimiento; cuando el tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un interés del afectado en términos de las atribuciones constitucionales que tiene el Consejo, cuando los datos figuren en fuentes accesibles al público y su tratamiento sea necesario para la satisfacción del interés legítimo perseguido por el responsable del archivo o por el del tercero a quien se transmitan los datos.


[…]”


� “Artículo 28.- Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, se harán:


[…]


III.- A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.


En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique.”


“Artículo 29.- Las notificaciones en los juicios de amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos Tribunales, con motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo, se harán en la siguiente forma: 


[…]


III.- Fuera de los casos a que se refieren las fracciones anteriores, las notificaciones, en materia de amparo, en la Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Circuito, se harán con arreglo a las fracciones II y III del artículo precedente.”


� “Artículo 9. […]


En las resoluciones públicas que se difundan por medios electrónicos en todos los casos se suprimirán los nombres de las partes. En las listas de notificación que se publiquen por la misma vía, sólo se suprimirán cuando se haga valer por alguna de las partes la oposición a la que se refiere el artículo 8º de la Ley.”





PAGE  

